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La Importancia para la Justicia Transicional de un Tratado que Regule la Conducta de Empresas Transnacionales y otras Empresas en relación a los Derechos Humanos (1)
Introducción 
Abogados y Abogadas del Noroeste Argentino en Derechos Humanos y Estudios Sociales (ANDHES) es una ONG argentina con vasta experiencia en la defensa y promoción de los derechos humanos que, en sus 15 años de trabajo, entre otras líneas de acción ha sido querellante en juicios por delitos de lesa humanidad ocurridos durante la última dictadura en Argentina.

Si bien los mecanismos de la Justicia Transicional (JT) no han prestado especial foco en la responsabilidad corporativa por violaciones a los derechos humanos, existe en la actualidad una emergente tendencia global orientada a la implementación de mecanismos transicionales tendientes a lograr la rendición de cuentas de actores corporativos involucrados en violaciones de derechos humanos en contextos de gobiernos autoritarios. En ese marco, ANDHES celebra la labor del grupo de trabajo intergubernamental para la elaboración de un instrumento internacional jurídicamente vinculante que regule, en el ámbito internacional, las actividades de las empresas transnacionales (ETN) y otras empresas, de acuerdo al mandato de la Resolución 26/91 del Consejo de Derechos Humanos de la ONU. 
Nuestro aporte a la discusión sobre los alcances y contenidos del tratado acerca reflexiones, basadas en datos empíricos, que permitan alumbrar ciertos aspectos de la vinculación empresarial en la violación a derechos humanos (DDHH), en contexto de regímenes autoritarios
. El proceso de investigación que ANDHES en articulación con otras instituciones viene desarrollando arroja, por el momento, datos que deben ser considerados preliminares. Al mismo tiempo, la recolección, documentación y sistematización de datos sobre el complejo esquema de responsabilidad empresarial por la violación a DDHH nos ha llevado a desarrollar una metodología que, aun cuando no será parte de este reporte, puede resultar de interés o utilidad al grupo de trabajo y desde ya dejamos a disposición. Dicha metodología es fruto de una iniciativa en la que confluyen los saberes de la academia y la sociedad civil a los fines de identificar las formas de abordar el complejo entramado de la responsabilidad empresarial en contextos de JT y promover mecanismos efectivos de justicia, verdad y reparación. 

Acceso a la Justicia

De acuerdo al Derecho Internacional de los Derechos Humanos, toda persona víctima de una violación de derechos humanos tiene derecho a un recurso efectivo a los fines de conocer la verdad de los hechos y lograr una justa reparación. En el campo de la JT, los juicios por graves violaciones a los derechos humanos han sido una herramienta fundamental en la reconstrucción de las democracias transicionales. Sin embargo, en lo que hace a la participación de ETN y OE, como hemos mencionado anteriormente, se han identificado preliminarmente solo 86 procesos judiciales en el mundo tendientes a dilucidar este tipo de responsabilidad, de los cuales 46 son de naturaleza penal y 40 de naturaleza civil. La mayoría de estos casos no han arrojado resultados significativos en términos de verdad, reparación y sanción por estas violaciones.

La ausencia de procesos judiciales de estas características se presenta aun en contextos donde los procesos judiciales seguidos en contra de actores estatales y paramilitares han aportado material probatorio que sugiere la participación de empresas en violaciones masivas de DDHH. En nuestro estudio preliminar, hemos identificado 23 empresas vinculadas a estas violaciones que han sido mencionadas en sentencias judiciales que condenaron a agentes estatales y paraestatales en las provincias de Tucumán, Jujuy y Santiago del Estero. 

 

De acuerdo a estudios académicos e informes de organizaciones de derechos humanos, ciertas condiciones estructurales en las cuales operan ETN y OE facilitan la creación de un contexto de impunidad respecto de esta cuestión
. Por ejemplo, en muchos casos las elites corporativas son parte de las elites gobernantes y judiciales, lo que facilita la creación de un contexto de impunidad en esta área. Asimismo, el desarrollo económico de algunos estados depende de la productividad de actores corporativos vinculados a violaciones masivas de derechos humanos. Por otro lado, los grandes conglomerados económicos tienen recursos financieros para contratar servicios de representación legal altamente calificados en contextos donde generalmente existen sistemas de asistencia y defensa a víctimas adecuados. Estos recursos económicos también permiten que algunas ETN y OE interrumpan el curso de las causas judiciales ofreciendo arreglos económicos a las víctimas, como una forma de evitar sanciones más gravosas. Finalmente, algunas ETN y OE han sido capaces de arbitrar medios ilegales para garantizar su impunidad, intimidando, amenazando, o comprando voluntades de víctimas, familiares, y miembros del sistema judicial.

 

El contexto de impunidad en esta área se agrava por deficiencias propias de los sistemas legales de varios estados. La falta de un criterio de responsabilidad legal por violaciones a DDHH de ETN y OE, a nivel internacional claramente genera un incentivo a los estados que deciden no implementar mecanismos judiciales de rendición de cuentas. Concretamente, en la mayoría de los estados encontramos la falta de mecanismos procesales adecuados para determinar la responsabilidad penal de las empresas como personas jurídicas ficticias, dado que la mayoría de los sistemas penales regulan las acciones de personas físicas individuales. Asimismo, existen obstáculos relacionados a las acciones judiciales tendientes a determinar la reparación por este tipo de situaciones. Generalmente, las acciones de daños civiles o acciones de indemnización laboral conectadas a delitos de lesa humanidad se encuentran abarcadas por plazos de prescripción que limitan la posibilidad de reclamos por indemnización de daños. Lo mismo sucede para las acciones de tipo penal, donde los plazos de prescripción contra agente no estatales limitan el acceso a la justicia.

 

El tratado puede cumplir un rol fundamental a la hora de establecer la responsabilidad legal de las ETN y OE por violaciones a los DDHH y la obligación de los estados de implementar mecanismos efectivos de acceso a la justicia.

Derecho a la verdad

El derecho a la verdad ha surgido como respuesta frente a la falta de esclarecimiento, investigación, juzgamiento y sanción de los casos de graves violaciones de DDHH. En contextos de JT, los estándares establecidos por instrumentos internacionales y regionales de protección de los DDHH como las resoluciones, informes y decisiones de agencias encargadas del seguimiento de dichos instrumentos han jugado un papel para que los estados implementen mecanismos judiciales y no judiciales tendientes a satisfacer el derecho a la verdad de las víctimas, de sus familiares y de toda sociedad que haya sufrido la violencia estatal. En ese sentido, el derecho a la verdad constituye uno de los pilares de los mecanismos de JT.

Las Comisiones de la Verdad (CVs) son una de las herramientas no judiciales de la JT que con mayor frecuencia se usaron para responder a violaciones masivas de DDHH. Generalmente se sostiene que las CVs no han prestado especial foco al involucramiento de actores corporativos en violaciones de DDHH. Sin embargo, la evidencia empírica recolectada preliminarmente por los investigadores de la Universidad de Oxford revela que al menos 26 comisiones de la verdad de las 39 que han revisado, alrededor de la mitad de todas las comisiones de la verdad en el mundo, han incluido de alguna manera la responsabilidad de ETN y OE en violaciones a los DDHH en contextos de JT
. La distribución de estos mecanismos de verdad no es uniforme en todo el mundo. Existen una alta concentración en América Latina con 12 comisiones de la verdad en 10 países. Es importante destacar que 18 CVs identifican explícitamente el nombre de ETN y OE implicados en violaciones a los DDHH. En su estudio, los investigadores han encontrado 309 empresas nacionales y multinacionales identificadas. 

Asimismo, la evidencia preliminar muestra que sólo alrededor de la mitad de las comisiones de la verdad (14 de 26) establece recomendaciones concretas respecto de los mecanismos de justicia y reparación se deberían implementar para garantizar los derechos de las víctimas y sus familiares. De ellas, siete se centraron en políticas de reparación y restitución, específicamente la recuperación de tierras, puestos de trabajo, y otros activos, así como formas no específicas de reparación de las víctimas. Dos incluyeron llamamientos a empresas para que contribuyan voluntariamente a un fondo de reparación (Sudáfrica) o para informar sobre su conducta frente a violaciones a DDHH (Bangladesh). Por otro lado, reformas laborales y económicas fueron sugeridos en algunos casos, así como la promoción de los DDHH (Honduras, Paraguay y Ecuador). Sólo dos CVs avanzaron de manera explícita recomendaciones para que se profundicen las investigaciones para facilitar potenciales acciones judiciales (Brasil y Liberia). Por último, si bien algunas CVs ofrecen información específica sobre esta temática, sus mandatos no incluyeron explícitamente la incorporación de aportar elementos que revelen la verdad respecto de la participación de ETN y OE en violaciones de DDHH.

Estos datos preliminares sugieren la necesidad de establecer obligaciones específicas para los estados a los fines de establecer mecanismos efectivos que den cuenta de la participación de ETN y OE en violaciones masivas de DDHH a los fines de garantizar el derecho a la verdad de las víctimas y la sociedad en general. Actualmente, alrededor de la mitad de los países que implementaron CVs en contextos transicionales han obviado esta cuestión. Por otro lado, la mayoría de las CVs no establecen mandatos expresos de investigación sobre la participación de actores corporativos en la comisión de violaciones masivas de DDHH. Asimismo, no todas las CVs que se focalizaron en la cuestión identifaron específicamente las ETN y OE sindicadas como perpetradoras de violaciones de DDHH.  Finalmente, la evidencia sugiere que es necesario establecer criterios que determinen los tipos de recomendaciones que las CVs deberían incluir a los fines de asegurar el derecho a la verdad, acceso a la justicia y reparación de las víctimas, y sus familiares, de violaciones masivas de DDHH.

Recomendaciones

Generales

1. Establecer un marco general que establezca claramente la responsabilidad de las ETN y OE por violaciones a los DDHH.
Acceso a la Justicia

2.  Establecer la obligación de los estados de implementar mecanismos efectivos de acceso a la justicia y de remover los obstáculos legales, procesales y estructurales que obstaculizan el acceso a la justicia de las victimas

3. Establecer la imprescriptibidad de las acciones de naturaleza penal y civil que busquen determinar la responsabilidad de ETN y OE en violaciones masívas de DDHH.

Derecho a la Verdad

4. Establecer la obligación de los estados de implementar mecanismos efectivos que protejan el derecho a la verdad de las víctimas, y sus familiares, de violaciones masivas de DDHH cometidas por ETN y OE.

5. Estableces criterios específicos sobre: 

· El tipo de información que estos mecanismos deberán incluir respecto de las ETN y OE involucradas en violaciones masivas de DDHH.

· Las recomendaciones que estos mecanismos deberán incluir a los fines de garantizar el derecho a la verdad, acceso a la justicia y reparación de las víctimas y sus familiares

� La mayoría de los datos ofrecidos en este documento son resultados preliminares de proyectos de investigación que ANDHES implementa en conjunto con la Universidad de Oxford; datos recolectados en el marco del proyecto "La responsabilidad corporativa para Violaciones de derechos humanos durante las dictaduras pasadas y los conflictos armados: Promoción de litigio y comisiones de la verdad estratégicas" implementado en conjunto con la Universidad de Oxford, el Centro de Estudios Legales de Argentina y DeJusticia de Colombia; y datos publicados por investigadores de la Universidad de Oxford.
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